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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL  

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 
 

Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 

 
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx 

 
 

 
 
Al dar click en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran será redirigido, en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 
 
 

1. Tesis: (I Región)4o.17 A (10a.)  
REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE ESE RECURSO CONTRA LAS SENTENCIAS RELATIVAS A LA NULIDAD DE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL REGISTRO DE UN CONTADOR PÚBLICO PARA DICTAMINAR ESTADOS FINANCIEROS. 

 
2. Tesis: (I Región)4o.18 A (10a.)  

REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. DEBE DESECHARSE ESE RECURSO SI EL PRINCIPAL ES IMPROCEDENTE, DADA SU NATURALEZA 
ACCESORIA. 

 
3. Tesis: XXVII.3o.11 A (10a.)  

CONTRIBUCIONES. LAS OBLIGACIONES FORMALES DESVINCULADAS DE SUS ELEMENTOS ESENCIALES, AL NO ESTAR 
EXENTAS DE ESCRUTINIO CONSTITUCIONAL, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y 
RAZONABILIDAD LEGISLATIVA, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 1o., 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.  

 
4. Tesis: 2a./J. 125/2014 (10a.)  

PÉRDIDAS FISCALES. LA AUTORIDAD EXACTORA DEBE DISMINUIR LAS QUE EL CONTRIBUYENTE REVISADO TENGA 
PENDIENTES DE AMORTIZAR DE EJERCICIOS ANTERIORES, CUANDO DETERMINE EL RESULTADO FISCAL CON MOTIVO DE 
SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, Y AQUÉLLAS HAYAN SIDO MATERIA DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2004). 

 
5. Tesis: 1a. IX/2015 (10a.)  

FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA. LA PRESUNCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19-A, PÁRRAFO ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EN SUS VERTIENTES DE REGLA 
PROBATORIA Y ESTÁNDAR DE PRUEBA. 

 
6. Tesis: 1a. XII/2015 (10a.)  

CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. LA PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD JURÍDICA DE LA ELECCIÓN DEL 
LEGISLADOR FEDERAL DE EXCLUIR DE AQUÉLLA A LOS CRÉDITOS FISCALES PAGADOS, DEBEN SOMETERSE AL MÁS FLEXIBLE 
DE LOS ESCRUTINIOS.  

 
7. Tesis: 1a. XIII/2015 (10a.)  

CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. LA INTENSIDAD DE SU ESCRUTINIO CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE 
IGUALDAD, CONFORME A LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICO Y DE DIVISIÓN DE PODERES, NO ES DE CARÁCTER ESTRICTO, 
SINO FLEXIBLE O LAXO. 
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8. Tesis: 1a. XX/2015 (10a.)  
DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 101 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO VIOLA EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, 
FRACCIÓN X, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.  

 
9. Tesis: 1a./J. 2/2015 (10a.)  

COMERCIO EXTERIOR. LAS REGLAS EN LA MATERIA PARA 2011, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA EN 
LOS TÉRMINOS PREVISTOS POR EL ARTÍCULO 64 DE LA LEY ADUANERA.  

 
 
 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 
 
 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la revista mensual del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en la siguiente 
dirección: 

http://200.94.19.138:90/cesmdfa/revista.html 
 
 

 
Al dar click en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran será redirigido, en este mismo documento, a un extracto de la 
tesis o jurisprudencia en cuestión. 
 

1. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-SS-169  
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
COMPROBANTES FISCALES. ANÁLISIS DEL REQUISITO LEGAL PREVISTO EN LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 29-A DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON LA DESCRIPCIÓN DE LOS SERVICIOS QUE AMPARAN. 

 
2. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO  CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-SS-230 
DECLARATORIA DE VIGENCIA DE UNA NORMA DE REFERENCIA.- RESULTA IMPROCEDENTE EL JUICIO SI SE IMPUGNA COMO 
ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER GENERAL AUTOAPLICATIVO Y NO IMPONE OBLIGACIÓN ALGUNA A LA ACTORA CON 
SU SOLA ENTRADA EN VIGOR. 
 

3. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
VII-P-SS-231  
VIOLACIÓN DE PROCEDIMIENTO. SE ACTUALIZA CUANDO EL MAGISTRADO INSTRUCTOR NO REQUIRIÓ AL OFERENTE DE LA 
PRUEBA, LA TRADUCCIÓN DEL DOCUMENTO EXHIBIDO EN UN IDIOMA DISTINTO AL ESPAÑOL. 

 
4. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-SS-233  
VIOLACIÓN SUSTANCIAL DEL PROCEDIMIENTO.- CUANDO NO SE PROVEE RESPECTO DE LA ADMISIÓN O DESECHAMIENTO 
DE TODAS LAS RESOLUCIONES SEÑALADAS COMO IMPUGNADAS POR LA PARTE ACTORA EN EL ESCRITO INICIAL DE 
DEMANDA. 

 
5. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-SS-234  
FIRMA AUTÓGRAFA. ES UNA CUESTIÓN DE ESTUDIO PREFERENTE. 
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6. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-1aS-1081  
DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES QUE PROCEDAN CONFORME A LAS LEYES FISCALES. SU IMPROCEDENCIA NO PUEDE SER 
DETERMINADA ATENDIENDO A LA OMISIÓN DE ALGUNO DE LOS CAMPOS DE LA FORMA OFICIAL 32, CUANDO EL 
CONTRIBUYENTE ACOMPAÑA A SU SOLICITUD RESPECTIVA LA INFORMACIÓN CORRESPONDIENTE A TALES RUBROS. 
 

7. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-1aS-1082  
SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN. REQUERIMIENTO DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ES ILEGAL LA RESOLUCIÓN POR LA CUAL SE TIENE POR DESISTIDO AL 
CONTRIBUYENTE CUANDO SE INVOCAN CIRCUNSTANCIAS AJENAS A ESTOS. 
 

8. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
VII-P-1aS-1083 
CANTIDADES PAGADAS POR EL ARRENDAMIENTO DE BIENES MUEBLES A RESIDENTES EN EL EXTRANJERO. SE CONSIDERAN 
“REGALÍAS” DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 12 DEL CONVENIO SIGNADO ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN E 
IMPEDIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
 

9. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE  
VII-P-1aS-1085 
SOLICITUD PARA VERIFICAR LA AUTENTICIDAD DE LAS FACTURAS COMERCIALES Y CERTIFICADOS DE ORIGEN DE LAS 
MERCANCÍAS IMPORTADAS A TERRITORIO NACIONAL, CONFORME AL PLAN ESTRATÉGICO BILATERAL Y EL ACUERDO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, SOBRE 
ASISTENCIA MUTUA, ES LEGAL. 
 

10. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-1aS-1089  
CONTABILIDAD. ANTE SU DESTRUCCIÓN TOTAL, INUTILIDAD, PÉRDIDA O ROBO, CORRESPONDE AL CONTRIBUYENTE SU 
REPOSICIÓN. 
 

11. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-1aS-1090  
MERCANCÍA IMPORTADA DECOMISADA POR LA AUTORIDAD ADUANERA.- DEBE ORDENARSE SU DEVOLUCIÓN AL HABERSE 
DECLARADO LA NULIDAD DE LA DETERMINACIÓN DEL CRÉDITO FISCAL. 
 

12. LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1091  
PRINCIPIO DE INMEDIATEZ EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA, DERIVADO DE LA PUESTA A 
DISPOSICIÓN DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO DE MERCANCÍA DE PROCEDENCIA EXTRANJERA POR 
UN AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN. 
 

13. LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1096 
DERECHO DE TRÁMITE ADUANERO. DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 89 DE LA LEY ADUANERA Y 122 DE SU 
REGLAMENTO SÓLO ESTÁ PREVISTA LA COMPENSACIÓN DEL. 

 
14. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-CASR-8ME-19  
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA, CONFORME AL MECANISMO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, RESULTA ILEGAL LA QUE REALICE LA AUTORIDAD FISCAL, CUANDO CONOCE FEHACIENTEMENTE 
LA CANTIDAD A LA QUE LE ES APLICABLE LA TASA O CUOTA RESPECTIVA. 

 
15. LEY ADUANERA 

VII-CASR-8ME-20  
RESARCIMIENTO ECONÓMICO, Y MERCANCÍA QUE QUEDA EN GARANTÍA DEL INTERÉS FISCAL. 
 

16. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-CEI-5  
EMBARGO, INMOVILIZACIÓN DE CUENTA BANCARIA Y TRANSFERENCIA DE SUS FONDOS.- CUANDO SE EFECTÚA RESPECTO 
DE DEPÓSITOS EFECTUADOS EN LA CUENTA DEL DEMANDANTE POR CONCEPTO DE SUELDOS Y SALARIOS, RESULTA ILEGAL 
POR HABERSE REALIZADO SOBRE BIENES INEMBARGABLES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 157, FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
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17. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
VII-CASR-11ME-1 
VALOR AGREGADO. LA EXENCIÓN DEL IMPUESTO POR LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE BIENES 
INMUEBLES DESTINADOS A LA CASA HABITACIÓN, OPERA SIN NECESIDAD DE QUE DE FORMA CONEXA SE ENAJENEN LOS 
MISMOS. 
 

18. REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
VII-CASR-OR-14 
UNIDADES ADMINISTRATIVAS DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. ES INNECESARIA LA INVOCACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 1, 2 Y 3 DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA COMO FUNDAMENTO DE 
SU COMPETENCIA MATERIAL. 
 

19. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
VII-CASR-OR-16 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. NO PROCEDE SU ACREDITAMIENTO CUANDO LA ADQUISICIÓN DE BIENES O SERVICIOS 
SON PAGADOS CON ALGÚN SUBSIDIO O APOYO DEL GOBIERNO FEDERAL. 
 

20. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-GO-9 
COMPENSACIÓN DE OFICIO. LA AUTORIDAD NO ESTÁ OBLIGADA A REALIZARLA CUANDO LIQUIDA UN CRÉDITO FISCAL. 
 

21. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
VII-CASR-GO-10 
PRUEBA PERICIAL CONTABLE. NO DEBE TOMARSE EN CONSIDERACIÓN CUANDO VERSA SOBRE DOCUMENTACIÓN NO 
OFRECIDA EN LA FASE ADMINISTRATIVA. 
 

22. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-PE-12  
SUSPENSIÓN DEL PLAZO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 46-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PARA LA CONCLUSIÓN 
DE LA VISITA DOMICILIARIA O LA REVISIÓN DE LA CONTABILIDAD DEL CONTRIBUYENTE. EN TRATÁNDOSE DE UNA VISITA 
DOMICILIARIA, TERMINA AUN CUANDO SE CONTESTEN EN FORMA VERBAL LOS REQUERIMIENTOS DE DATOS, INFORMES 
O DOCUMENTOS, FORMULADOS EN EL DESARROLLO DE LA MISMA. 
 

23. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-PE-13  
VISITA DOMICILIARIA. ES VÁLIDO Y LEGAL QUE LOS REQUERIMIENTOS DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS, 
FORMULADOS EN EL DESARROLLO DE LA MISMA, SE CONTESTEN DE MANERA VERBAL. 
 

24. LEY FEDERAL DE DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE 
VII-CASA-III-43  
CONTADOR PÚBLICO DICTAMINADOR DE ESTADOS FINANCIEROS. NO APLICA EN SU FAVOR EL DOBLE DEL PLAZO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 23, DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE. 
 

25. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
VII-CASA-III-44 
COMPLEMENTOS Y SUPLEMENTOS ALIMENTICIOS.- AL TRATARSE DE SINÓNIMOS, NO LES SON APLICABLES EL BENEFICIO 
DE LA TASA DEL 0% QUE CONTEMPLA EL ARTÍCULO 2-A, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO. 
 

26. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASA-III-45 
REMANENTE DEL BIEN REMATADO POR EL FISCO REGULADO POR EL ARTÍCULO 196 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, PARA NEGARLO. 
 

27. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASA-V-56  
MULTA IMPUESTA POR NO HABER PRESENTADO LA INFORMACIÓN DE OPERACIONES CON TERCEROS A TRAVÉS DE MEDIOS 
ELECTRÓNICOS A REQUERIMIENTO DE AUTORIDAD. ESTA NO SE ENCUENTRA OBLIGADA A CITAR EL PRECEPTO LEGAL QUE 
PREVÉ DICHA OBLIGACIÓN. 
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28. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
VII-CASA-V-57 
PERSONAS MORALES CON FINES NO LUCRATIVOS. LOS SINDICATOS DE OBREROS SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A 
ACREDITAR QUIÉNES SON SUS AGREMIADOS, PARA EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 

 
29. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-CASA-V-61 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. ES INNECESARIO QUE SE CITE COMO PARTE DE SU FUNDAMENTACIÓN EL ARTÍCULO 10 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.-  
 

 
 
 
 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx 
 
 

1. Tesis: (I Región)4o.17 A (10a.)  
REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE ESE RECURSO CONTRA LAS SENTENCIAS RELATIVAS A LA NULIDAD DE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL REGISTRO DE UN CONTADOR PÚBLICO PARA DICTAMINAR ESTADOS FINANCIEROS. La 
fracción III del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, limita la procedencia del recurso 
de revisión cuando se impugnen resoluciones o actos emitidos por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o por 
autoridades de las entidades federativas coordinadas en ingresos federales, exclusivamente a la materia fiscal, por lo cual se 
concluye que las resoluciones ajenas a esa asignatura, no son susceptibles de impugnación conforme a esa porción 
normativa, bajo la premisa de que, por materia fiscal, debe entenderse todo lo relativo a impuestos o sanciones aplicadas 
con motivo de la infracción a las leyes que los determinen. Por otra parte, del artículo 52 del Código Fiscal de la Federación 
se advierte que la suspensión provisional del registro de un contador público para dictaminar estados financieros, por la 
autoridad hacendaria, constituye un acto con repercusión, limitación o afectación al ejercicio de su actividad para realizar los 
actos para los cuales la autoridad le concedió esa autorización. Consecuentemente, para efectos de la procedencia del 
recurso de revisión fiscal en términos del precepto inicialmente referido, la suspensión provisional de dicho registro carece 
de los atributos necesarios para considerar que se trata de una resolución en "materia fiscal", esto es, no se identifica como 
aquella en la cual se realizó la interpretación de leyes o reglamentos tributarios; se determinó el alcance de los elementos 
esenciales de las contribuciones, la competencia en materia de facultades de comprobación o la afectación al interés fiscal. 
Tampoco se actualiza el supuesto establecido en la fracción II del artículo 63 mencionado, pues cuando la revisión fiscal 
versa, como en la especie, sobre la suspensión temporal del registro para que un contador público autorizado emita 
dictámenes en materia fiscal, este aspecto no hace, por sí solo, importante y trascendente el asunto, ya que nada tiene de 
excepcional. De ahí que sea improcedente el medio de impugnación referido contra sentencias relativas a la nulidad de la 
suspensión aludida. 

 
2. Tesis: (I Región)4o.18 A (10a.)  

REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. DEBE DESECHARSE ESE RECURSO SI EL PRINCIPAL ES IMPROCEDENTE, DADA SU NATURALEZA 
ACCESORIA. Conforme al artículo 63, penúltimo y último párrafos, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses puede adherirse al recurso de revisión interpuesto 
por el recurrente; sin embargo, el precepto citado establece que la adhesión sigue la suerte procesal del medio de 
impugnación principal, esto es, carece de autonomía en cuanto a su trámite y procedencia, y el interés del adherente 
depende de lo resuelto en este último. De ahí que si el recurso de revisión fiscal principal es improcedente, debe desecharse 
el adhesivo, dada su naturaleza accesoria. 

 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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3. Tesis: XXVII.3o.11 A (10a.)  
CONTRIBUCIONES. LAS OBLIGACIONES FORMALES DESVINCULADAS DE SUS ELEMENTOS ESENCIALES, AL NO ESTAR 
EXENTAS DE ESCRUTINIO CONSTITUCIONAL, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y 
RAZONABILIDAD LEGISLATIVA, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 1o., 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. De conformidad 
con las tesis 1a. XCIX/2006(*) y 1a. XXXIV/2007(*), sustentadas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, así como con la jurisprudencia 2a./J. 183/2004(*), emitida por su Segunda Sala, los principios de proporcionalidad y 
equidad tributaria rigen tanto en el escrutinio de obligaciones sustantivas como formales, siempre que en esta última 
hipótesis repercutan directamente en la obligación sustantiva del impuesto, cuando ello se haga por una modificación en los 
elementos esenciales de la contribución, o bien, mediante el establecimiento de cualquier otra medida que altere la cantidad 
que legalmente hubiere correspondido cubrir por su concepto. Por el contrario, la constitucionalidad de las obligaciones 
exclusivamente formales o perimetrales a la obligación sustantiva no pueden analizarse a la luz de los citados principios 
tributarios, dado que no impactan en el pago del tributo; con todo, dicha limitante no exime a éstas del escrutinio 
constitucional por parte de los órganos del Poder Judicial de la Federación, pues en tal caso, como cualquier producción 
legislativa, las normas que contemplen obligaciones formales tributarias desvinculadas del núcleo del tributo (pago) podrán 
ser analizadas a la luz de los principios de legalidad y razonabilidad legislativa, que derivan de los artículos 1o., 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues sostener que la citada normatividad -dada su naturaleza- está 
exenta de control, implicaría impedir su impugnación en detrimento de los gobernados y de la regularidad constitucional. 

 
4. Tesis: 2a./J. 125/2014 (10a.)  

PÉRDIDAS FISCALES. LA AUTORIDAD EXACTORA DEBE DISMINUIR LAS QUE EL CONTRIBUYENTE REVISADO TENGA 
PENDIENTES DE AMORTIZAR DE EJERCICIOS ANTERIORES, CUANDO DETERMINE EL RESULTADO FISCAL CON MOTIVO DE 
SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, Y AQUÉLLAS HAYAN SIDO MATERIA DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2004). La interpretación sistemática de los artículos 5o., 6o., 42, 50 y 63 del Código Fiscal de la 
Federación, así como 10 y 61 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigentes en 2004, pone de manifiesto que si bien, por 
regla general, corresponde al contribuyente disminuir de la utilidad fiscal del ejercicio las pérdidas fiscales que tenga 
pendientes de aplicar de ejercicios anteriores, lo cierto es que cuando la autoridad exactora, con motivo de sus facultades de 
comprobación, modifique alguno de los rubros conforme a los cuales se obtiene el resultado fiscal del periodo fiscalizado, y 
en éste se hayan amortizado pérdidas de ejercicios pasados, entonces la autoridad hacendaria debe considerar, en su 
resolución, el monto de dicha figura sustractiva al liquidar los créditos fiscales a cargo del contribuyente auditado, pues no 
podría considerarse precluido el derecho del contribuyente a realizar esa disminución, bajo el pretexto de que no las 
amortizó contra la utilidad del ejercicio revisado, ya que la hipótesis normativa prevista en el citado artículo 61, párrafo 
tercero, sólo se actualiza en los casos en que aquél pudo disminuirlas y no lo hizo, por lo que esta disposición no puede 
interpretarse de manera rigorista al supuesto descrito. Lo anterior no significa que la autoridad recaudadora esté vinculada 
en todos los casos a disminuir de manera oficiosa e indiscriminada las pérdidas fiscales que puedan tener los contribuyentes 
pendientes de aplicar de ejercicios anteriores, sino que se encuentra acotada a los supuestos en los que despliegue sus 
facultades de comprobación respecto de un ejercicio en el que el contribuyente auditado haya ejercido su derecho de 
amortizar las pérdidas pasadas, o bien, cuando el propio causante fiscalizado haga de su conocimiento la actualización de la 
prerrogativa de mérito, siempre y cuando acredite de manera fehaciente su pretensión. 

 
5. Tesis: 1a. IX/2015 (10a.)  

FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA. LA PRESUNCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19-A, PÁRRAFO ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EN SUS VERTIENTES DE REGLA 
PROBATORIA Y ESTÁNDAR DE PRUEBA. El precepto y párrafo citados prevén que se presumirá, sin que se admita prueba en 
contrario, que los documentos digitales que contengan firma electrónica avanzada de las personas morales fueron 
presentados por el administrador único, el presidente del consejo de administración o la persona o personas, cualquiera que 
sea el nombre con el que se les designe, que tengan conferida la dirección general, la gerencia general o la administración de 
la persona moral de que se trate, en el momento en que se presentaron los documentos digitales. Dicha presunción no 
impacta en la materia penal, por lo que la autoridad ministerial debe probar la existencia de la conducta ilícita relacionada 
con la presentación de documentos digitales por los representantes de una persona moral, ante lo cual el sujeto activo estará 
en posibilidad de demostrar que la conducta no le es imputable, debiéndosele admitir todas las pruebas tendientes a 
demostrarlo y, por ende, no se releva al juzgador de su deber de analizar todas las pruebas aportadas al proceso, tanto las 
que permitan acreditar la tipicidad de la conducta, como las que la desvirtúen. De ahí que el principio de presunción de 
inocencia, en su vertiente de regla probatoria, que establece los requisitos que debe cumplir la actividad probatoria y las 
características que deben reunir los medios de prueba aportados por el Ministerio Público para poder considerar que existe 
prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado, no es vulnerado. Además, el hecho de 
que el inculpado deba allegar al proceso los elementos de prueba respecto de su inocencia, no implica que se esté relevando 
al órgano acusador de la carga de adminicular y comprobar los elementos de culpa, ya que la presunción de inocencia sólo se 
agota en la medida en que existan pruebas suficientes que acrediten la responsabilidad del inculpado y que éstas no hayan 
sido desvirtuadas por la defensa. Por las mismas razones, el numeral analizado tampoco viola el principio de presunción de 
inocencia, en su vertiente de estándar de prueba o regla de juicio, que ordena a los jueces la absolución de los inculpados 
cuando durante el proceso no se aportaron pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y su 
responsabilidad. 
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6. Tesis: 1a. XII/2015 (10a.)  
CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. LA PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD JURÍDICA DE LA ELECCIÓN DEL 
LEGISLADOR FEDERAL DE EXCLUIR DE AQUÉLLA A LOS CRÉDITOS FISCALES PAGADOS, DEBEN SOMETERSE AL MÁS FLEXIBLE 
DE LOS ESCRUTINIOS. Las justificaciones, los motivos o las razones que el legislador debe o no proporcionar al establecer un 
trato diferenciado en materia de condonaciones, deben partir de la base de que éstas no son exigibles desde el punto de 
vista del principio de la generalidad tributaria. Ello, en razón de que es radicalmente distinto acercarse al tema de la 
proporcionalidad y razonabilidad jurídica de la exclusión del beneficio de la condonación, frente a la privación de un derecho 
constitucionalmente tutelado -restando a la esfera jurídica del quejoso-, en tanto que el primer supuesto no es exigible 
desde el punto de vista del principio de la generalidad tributaria. Ahora bien, si conforme a dicho principio lo ordinario no es 
la condonación, sino el pago de contribuciones, es inconcuso que la carga argumentativa al legislar no debe, en estos casos, 
pesar sobre las razones por las que se limita ese beneficio, es decir, por las que no se otorga la condonación a quienes ya 
pagaron el crédito fiscal, pues tales extremos no son sólo "ordinarios" o "esperados", sino que son demandados por la propia 
Constitución, al derivar del principio de generalidad en la tributación cuyo contenido ha sido desarrollado por esta Primera 
Sala en su jurisprudencia. De ahí que la proporcionalidad y razonabilidad jurídica de la elección del legislador federal de 
excluir de la condonación a los créditos fiscales pagados, deben someterse al más flexible de los escrutinios. 

 
7. Tesis: 1a. XIII/2015 (10a.)  

CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. LA INTENSIDAD DE SU ESCRUTINIO CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE 
IGUALDAD, CONFORME A LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICO Y DE DIVISIÓN DE PODERES, NO ES DE CARÁCTER ESTRICTO, 
SINO FLEXIBLE O LAXO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
2199/2009, del que derivó la tesis aislada 1a. CII/2010,(1) estableció que el hecho de individualizar la relación, materia o 
ámbito sobre el cual se proyectan los reclamos de igualdad es necesario para determinar qué tan intenso o laxo debe ser el 
escrutinio que debe realizar este alto tribunal sobre la labor legislativa, y debe ser el primer paso del análisis constitucional 
en materia de igualdad. En ese sentido, la intensidad del escrutinio constitucional en materia de igualdad, conforme a los 
principios democrático y de división de poderes, no es de carácter estricto en materia de condonaciones, sino flexible o laxo, 
en razón de que el legislador cuenta con una amplia libertad en la configuración normativa en esa materia, para no vulnerar 
la libertad política del legislador, en campos como el mencionado, en donde la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece una amplia capacidad de intervención y regulación diferenciada del Estado. 

 
8. Tesis: 1a. XX/2015 (10a.)  

DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 101 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO VIOLA EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, 
FRACCIÓN X, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008. El artículo 101 del Código Fiscal de la Federación, al establecer los casos en que 
no procede la sustitución y conmutación de sanciones o cualquier otro beneficio a los sentenciados por delitos fiscales y que 
además de los requisitos señalados en el código penal aplicable en materia federal, será necesario comprobar que los 
adeudos fiscales están cubiertos o garantizados a satisfacción de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, no viola el 
artículo 20, apartado A, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, que establece la prohibición de prolongar la 
prisión o detención de un individuo dentro del proceso penal por falta de pago de honorarios de defensores o por cualquier 
otra prestación de dinero, por causa de responsabilidad civil o algún otro motivo análogo. Lo anterior es así, toda vez que el 
hecho de que el legislador haya previsto supuestos y condiciones para el otorgamiento de dicho beneficio, no implica el 
alargamiento de la prisión o detención, ya que sólo establece bajo qué condiciones procederán determinadas prerrogativas 
procesales; además, porque en ningún momento prevé la posibilidad de que, en caso de que un individuo obtenga su 
libertad, la autoridad responsable pueda prolongar su prisión o detención por los casos previstos en el artículo 20, apartado 
A, fracción X, de la Constitución. 

 
9. Tesis: 1a./J. 2/2015 (10a.)  

COMERCIO EXTERIOR. LAS REGLAS EN LA MATERIA PARA 2011, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA EN 
LOS TÉRMINOS PREVISTOS POR EL ARTÍCULO 64 DE LA LEY ADUANERA. El principio citado, contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exige que sea el legislador y no las autoridades 
administrativas quienes establezcan los elementos constitutivos de las contribuciones, con un grado de claridad y concreción 
razonable, a fin de que los destinatarios de la norma tengan certeza sobre la forma en que deben atender sus obligaciones 
tributarias. Así, ese principio general de legalidad constituye una exigencia conforme a la cual ningún órgano del Estado 
puede realizar actos individuales que no estén previamente previstos y autorizados por una disposición legal. En ese 
entendido, el artículo 64 de la Ley Aduanera establece que la base gravable del impuesto general de importación es el valor 
en aduana de las mercancías, salvo los casos en que la ley de la materia establezca otra base gravable. Por su parte, la regla 
3.5.1., fracción II, de las Reglas de Carácter General en Materia de Comercio Exterior para 2011, publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación el 29 de julio de 2011, sólo señala qué impuestos deben determinarse y pagarse al momento de 
importar vehículos; sin embargo, para su cálculo remite a las disposiciones legales aplicables. Igualmente, de la lectura de las 
reglas 3.5.3. a 3.5.7., del ordenamiento en comento, se advierte que éstas no instituyen propiamente un elemento 
constitutivo del impuesto general de importación, como una regla general que derogue las disposiciones legales aplicables, 
sino que establecen la posibilidad de aplicar un arancel ad valórem como opción para no exhibir el certificado de origen ni el 
permiso previo de la Secretaría de Economía. De lo anterior deriva que, tanto de la ley, como de las disposiciones 
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complementarias contenidas en las reglas mencionadas, se advierte que éstas únicamente se limitan a realizar una 
explicación minuciosa de la norma, sin que pueda concluirse que aumentan los requisitos o varían el texto de la ley de la 
materia, por lo que no violan el principio de legalidad tributaria. 
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1. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-SS-169  
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
COMPROBANTES FISCALES. ANÁLISIS DEL REQUISITO LEGAL PREVISTO EN LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 29-A DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON LA DESCRIPCIÓN DE LOS SERVICIOS QUE AMPARAN.- Tratándose de 
operaciones comerciales que puedan dar lugar a la generación de un hecho imponible, los artículos 29 y 29-A del Código 
Fiscal de la Federación constriñen, por una parte, a la persona que las efectúa a emitir una constancia de que las llevó a cabo 
y, por otra, a la persona a favor de quien se expide, a verificar que esta contenga los datos previstos en el último precepto 
legal en mención, sin que tal cuestión implique que con la sola exhibición que al efecto se realice del comprobante fiscal, se 
actualice la procedencia de los beneficios fiscales que los contribuyentes pueden hacer valer, a saber, deducciones o 
acreditamientos, pues para ello además se requiere que dicho documento sea apto para comprobar la operación que 
resguarda, teniendo la autoridad fiscal plenas facultades para revisar tal cuestión. Bajo esta tesitura se pone de relieve la 
obligación que tiene la persona que expide el comprobante de asentar en él, de manera precisa, los datos consignados en el 
artículo 29-A del Código Tributario; luego entonces, si la fracción V del referido precepto legal dispone la obligación por parte 
del emisor del comprobante fiscal de realizar una descripción del servicio prestado, tal referencia debe comprender un 
acercamiento a las diversas cualidades o circunstancias del servicio, de manera tal, que contenga los elementos suficientes 
que permitan, tanto a las personas a favor de quienes se expidan, a los terceros con ellos relacionados y a las autoridades, 
formarse una idea del servicio que ampara, pues solo de esta manera sería apto para que el contribuyente acredite algún 
beneficio fiscal y la autoridad revise la procedencia del mismo con base en el documento exhibido. 

 
2. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO  CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-SS-230 
DECLARATORIA DE VIGENCIA DE UNA NORMA DE REFERENCIA.- RESULTA IMPROCEDENTE EL JUICIO SI SE IMPUGNA COMO 
ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER GENERAL AUTOAPLICATIVO Y NO IMPONE OBLIGACIÓN ALGUNA A LA ACTORA CON 
SU SOLA ENTRADA EN VIGOR.- Con fundamento en el artículo 9, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, debe sobreseerse el juicio en que se impugne la Declaratoria de vigencia de una Norma de Referencia, 
cuando dicha declaratoria no impone obligación alguna a la actora con su sola entrada en vigor, sino solo declara que la 
Norma de Referencia entrará en vigor a los 60 días naturales siguientes a su publicación en el Diario Oficial de la Federación; 
lo anterior, en virtud de que tal declaratoria no es un acto impugnable ante este Tribunal, ni afecta el interés jurídico de la 
demandante, al no tratarse de un acto administrativo de carácter general autoaplicativo, razón por la cual se actualizan las 
causales de improcedencia previstas en el artículo 8, fracciones I y II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo. 
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3. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
VII-P-SS-231  
VIOLACIÓN DE PROCEDIMIENTO. SE ACTUALIZA CUANDO EL MAGISTRADO INSTRUCTOR NO REQUIRIÓ AL OFERENTE DE LA 
PRUEBA, LA TRADUCCIÓN DEL DOCUMENTO EXHIBIDO EN UN IDIOMA DISTINTO AL ESPAÑOL.- De conformidad con los 
artículos 38, fracciones IV, VII y XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 15 fracción IX y 
penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 132 y 271 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, el Magistrado Instructor tiene la facultad y obligación de requerir a la parte oferente de una prueba 
consistente en un documento en idioma distinto al español, para que exhiba la traducción correspondiente, con el 
apercibimiento que en caso de no hacerlo se tendrá por no ofrecida, y en caso de aportarse la traducción del documento, 
correr traslado a la contraparte para que manifieste lo que a su derecho convenga en relación a la traducción en comento y 
de ser omisa en realizar manifestación alguna, se considerará que está conforme con la misma. En ese contexto, si el 
Magistrado Instructor fue omiso en requerir a la parte actora oferente de la prueba, la traducción al español del documento 
exhibido en idioma distinto, tal omisión constituye una violación de procedimiento sustancial que impide el dictar la 
sentencia definitiva en el juicio contencioso administrativo federal, por tanto, de conformidad con el artículo 58 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, procede que el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa ordene la devolución de los autos al Magistrado Instructor para que regularice el procedimiento del juicio y 
subsane la violación cometida durante la sustanciación. 

 
4. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-SS-233  
VIOLACIÓN SUSTANCIAL DEL PROCEDIMIENTO.- CUANDO NO SE PROVEE RESPECTO DE LA ADMISIÓN O DESECHAMIENTO 
DE TODAS LAS RESOLUCIONES SEÑALADAS COMO IMPUGNADAS POR LA PARTE ACTORA EN EL ESCRITO INICIAL DE 
DEMANDA.- Si al examinarse un asunto se advierte que el Magistrado Instructor fue omiso en pronunciarse respecto de la 
admisión o desechamiento de todas las resoluciones señaladas como impugnadas, es evidente que se incurrió en una 
violación de procedimiento que, en principio, hace nugatorio el derecho de defensa del particular afectado respecto de actos 
que también consideró lesivos de su esfera jurídica, o bien, para el caso de que dichos actos no fueren susceptibles de ser 
combatidos, desconoce los términos, fundamentos y razones que el Magistrado Instructor tuvo para tenerlos como actos no 
impugnables. Lo anterior se traduce en que se ordene la reposición del procedimiento para que se pronuncie respecto de la 
admisión o desechamiento de la totalidad de las resoluciones señaladas como impugnadas, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 58 del Código Federal de Procedimientos Civiles aplicado supletoriamente. 

 
5. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-SS-234  
FIRMA AUTÓGRAFA. ES UNA CUESTIÓN DE ESTUDIO PREFERENTE.- En las sentencias dictadas por el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, el juzgador está obligado, conforme a lo dispuesto en el artículo 50, segundo párrafo, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, vigente a partir del 1° de enero de 2006, a examinar primero aquellas 
causales de ilegalidad encaminadas a declarar la nulidad lisa y llana; por tanto, el estudio del concepto de impugnación 
relativo a la ausencia de firma autógrafa de la resolución impugnada, debe estudiarse “prima facie”, ya que la firma autógrafa 
de los actos de autoridad es un requisito formal elevado al rango de elemento de existencia del acto, toda vez que la firma de 
su emisor constituye el signo gráfico de la exteriorización de su voluntad, y si la resolución impugnada no ostenta dicho signo 
gráfico, estampado de puño y letra de la autoridad emisora, no puede afirmarse que haya existido esa voluntad, razón por la 
cual, si una resolución de autoridad que afecta la esfera jurídica del particular no aparece con la firma autógrafa de su emisor, 
es evidente que no puede atribuírsele existencia jurídica, ya que en estas condiciones el acto administrativo no debe surtir 
efecto jurídico alguno. 

 
6. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-1aS-1081  
DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES QUE PROCEDAN CONFORME A LAS LEYES FISCALES. SU IMPROCEDENCIA NO PUEDE SER 
DETERMINADA ATENDIENDO A LA OMISIÓN DE ALGUNO DE LOS CAMPOS DE LA FORMA OFICIAL 32, CUANDO EL 
CONTRIBUYENTE ACOMPAÑA A SU SOLICITUD RESPECTIVA LA INFORMACIÓN CORRESPONDIENTE A TALES RUBROS.- Si 
bien, el uso de las formas oficiales aprobadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público resulta obligatorio en términos 
del artículo 31 del Código Fiscal de la Federación, lo cierto es que su naturaleza consiste en servir como medios técnicos 
administrativos que faciliten la recaudación de impuestos y el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de los 
contribuyentes, así como la de agilizar los procedimientos establecidos en ley que reconocen derechos en favor de los 
particulares, como es el caso de la devolución de las cantidades que procedan conforme a las disposiciones fiscales; por 
tanto, la improcedencia de la solicitud de devolución no puede ser determinada atendiendo a una omisión formal, como lo 
es el no requisitar alguno de los campos de la forma oficial 32 “solicitud de devolución”, cuando el contribuyente acompaña a 
su petición respectiva, la información correspondiente a los rubros del formato cuya ausencia aduce la autoridad fiscal como 
motivo de su negativa, en el sentido de tenerlo por desistido de su solicitud, al no haber requisitado debidamente la forma 
en comento, toda vez que su uso debe entenderse como un medio que facilite el desahogo de las peticiones de los 
contribuyentes y no como fórmulas sacramentales cuya omisión tenga como consecuencia el prejuzgar sobre la existencia de 
un derecho subjetivo establecido en ley, siendo que de la documentación e información que de igual manera acompaña el 
contribuyente a su solicitud, se desprende el dato o información que la autoridad fiscal requiere conocer, de modo que al 
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contar con los elementos suficientes, debe emitir un pronunciamiento en el sentido de negarla o concederla, según 
corresponda en derecho. 

 
7. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-1aS-1082  
SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN. REQUERIMIENTO DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ES ILEGAL LA RESOLUCIÓN POR LA CUAL SE TIENE POR DESISTIDO AL 
CONTRIBUYENTE CUANDO SE INVOCAN CIRCUNSTANCIAS AJENAS A ESTOS.- La devolución de cantidades pagadas 
indebidamente al fisco federal por concepto de impuestos y demás contribuciones es un procedimiento establecido en el 
artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, precepto en el cual se dispone entre otras cuestiones que, las autoridades 
podrán requerir al contribuyente, en un plazo no mayor de veinte días posteriores a la presentación de la solicitud respectiva, 
datos, informes o documentos adicionales que consideren necesarios y que estén relacionados con la petición, con la 
condición de que si no cumple se le tendrá por desistido de la misma; asimismo, contempla la facultad de efectuar un nuevo 
requerimiento, siempre y cuando este se refiera a datos, informes o documentos que hayan sido aportados por el particular 
al atender el primero de los requerimientos formulados. Por tanto, si en la primer prevención se solicitó la presentación de 
determinados documentos, y de la revisión efectuada por la autoridad a dichas documentales estima procedente efectuar un 
nuevo requerimiento, debe precisar cada una de las irregularidades advertidas, y no solamente algunas de ellas, pues 
razonar en un sentido diverso, facultaría tácitamente a las autoridades  fiscales para que deliberadamente guardaran silencio 
en relación a alguna o algunas de las deficiencias en que incurren los contribuyentes, con el ánimo de que al momento de 
emitir la resolución correspondiente se aleguen motivos que aun siendo ciertos, no fueron materia de la prevención que 
mandata el precepto legal en comento. En tales condiciones, resulta ilegal la resolución por la cual se tiene por desistido a un 
particular de su solicitud de devolución si al momento de valorar el cumplimiento efectuado al requerimiento respectivo, se 
invocan circunstancias novedosas, es decir, que no fueron materia del mismo, pues ello dejaría al particular en estado de 
indefensión al no existir la posibilidad legal de que se emita un nuevo requerimiento, tomando en cuenta que el artículo de 
referencia restringe el número de ocasiones en que la autoridad puede emitir requerimientos de información, documentos o 
datos a los contribuyentes. 
 

8. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
VII-P-1aS-1083 
CANTIDADES PAGADAS POR EL ARRENDAMIENTO DE BIENES MUEBLES A RESIDENTES EN EL EXTRANJERO. SE CONSIDERAN 
“REGALÍAS” DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 12 DEL CONVENIO SIGNADO ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN E 
IMPEDIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA.- El artículo 6 del Convenio signado entre el 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de los Estados Unidos de América para Evitar la Doble Imposición e 
Impedir la Evasión Fiscal en Materia de Impuesto sobre la Renta, contempla que para efectos del Convenio en comento, se 
considerará por “bienes inmuebles” el significado que le atribuya el derecho de cada Estado Contratante; asimismo, exceptúa 
expresamente de esa definición a los buques, embarcaciones, aeronaves y contenedores; es decir, los considera bienes 
muebles. Por su parte, el artículo 12 del Convenio analizado, establece que por término “regalías” se considerará a las 
cantidades de cualquier clase pagadas por el uso o la concesión de uso de un equipo industrial, comercial o científico que no 
constituya propiedad inmueble en los términos del referido artículo 6. Por tanto, si el artículo 6 del Convenio aludido, 
dispone que no constituyen una propiedad inmueble los buques, embarcaciones, aeronaves y contenedores, es claro que el 
otorgamiento de su uso o concesión de uso a través de un contrato de arrendamiento para el desarrollo de actividades 
industriales, comerciales o científicas, celebrado con residentes en el extranjero, conlleva el que las cantidades pagadas por 
el señalado arrendamiento se consideren “regalías”; por lo que, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 12 del Convenio 
mismo, dichas regalías pueden someterse a imposición en el Estado Contratante del que procedan. 
 

9. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE  
VII-P-1aS-1085 
SOLICITUD PARA VERIFICAR LA AUTENTICIDAD DE LAS FACTURAS COMERCIALES Y CERTIFICADOS DE ORIGEN DE LAS 
MERCANCÍAS IMPORTADAS A TERRITORIO NACIONAL, CONFORME AL PLAN ESTRATÉGICO BILATERAL Y EL ACUERDO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, SOBRE 
ASISTENCIA MUTUA, ES LEGAL.- La solicitud para verificar la autenticidad de las facturas comerciales y certificados de origen 
de las mercancías importadas a territorio nacional, realizada por la autoridad aduanera al amparo del Plan Estratégico 
Bilateral de 13 de agosto de 2007 y el Acuerdo entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de los 
Estados Unidos de América, sobre Asistencia Mutua entre sus Administraciones de Aduanas, resulta legal; toda vez, que el 
inciso c) del artículo 506 (1) del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, establece la facultad de la autoridad 
aduanera para efectuar otro procedimiento de verificación de origen diverso a los establecidos en los incisos a) y b) del 
referido artículo; es decir, que la autoridad aduanera además de poder verificar el origen de las mercancías importadas, 
mediante cuestionarios dirigidos al proveedor o productor y visitas de verificación en las instalaciones del exportador o 
productor; cuenta también con la facultad de realizar la verificación de origen, mediante cualquier otro procedimiento 
acordado por las partes. 
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10. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-1aS-1089  
CONTABILIDAD. ANTE SU DESTRUCCIÓN TOTAL, INUTILIDAD, PÉRDIDA O ROBO, CORRESPONDE AL CONTRIBUYENTE SU 
REPOSICIÓN.- De conformidad con el artículo 33 segundo párrafo del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, cuando 
exista destrucción o inutilización total, pérdida o robo de los libros, registros o colecciones de hojas foliadas de la 
contabilidad del contribuyente, corresponde a este asentar en los nuevos libros o en los registros de contabilidad de que se 
trate, los asientos relativos al ejercicio en el que sucedió la inutilización, destrucción, pérdida o robo, pudiéndose realizar por 
concentración, a efecto de que la autoridad fiscalizadora pueda ejercer sus facultades de comprobación. 

 
11. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-1aS-1090  
MERCANCÍA IMPORTADA DECOMISADA POR LA AUTORIDAD ADUANERA.- DEBE ORDENARSE SU DEVOLUCIÓN AL HABERSE 
DECLARADO LA NULIDAD DE LA DETERMINACIÓN DEL CRÉDITO FISCAL.- Si la resolución impugnada en el juicio contencioso 
administrativo determinó un crédito fiscal a cargo de la actora, derivado de la verificación de mercancías de procedencia 
extranjera en transporte y, además, la autoridad determinó que la mercancía importada pasara a propiedad del Fisco Federal, 
si en juicio se demuestra la ilegalidad de la determinación efectuada en dicha resolución impugnada, entonces, con 
fundamento en el artículo 239, fracción IV del Código Fiscal de la Federación, debe declararse la nulidad lisa y llana de la 
resolución materia del juicio, condenándose asimismo a la autoridad demandada a devolver a la actora la mercancía 
importada; lo anterior, toda vez que la pretensión de la demandante no se satisface únicamente con la anulación del crédito 
fiscal determinado a su cargo, sino también, con la devolución de las mercancías que importó y que fueron indebidamente 
decomisadas por la autoridad. 

 
12. LEY ADUANERA 

VII-P-1aS-1091  
PRINCIPIO DE INMEDIATEZ EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA, DERIVADO DE LA PUESTA A 
DISPOSICIÓN DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO DE MERCANCÍA DE PROCEDENCIA EXTRANJERA POR 
UN AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN.- El Pleno dela Suprema Corte de Justicia  de la Nación, así como 
la Segunda Sala del Alto Tribunal de la Federación, sostuvieron a través de las jurisprudencias P./J. 4/2010 y 2a./J. 197/2008, 
respectivamente, que en aras de garantizar el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la autoridad aduanera se 
encontraba obligada a respetar el principio de inmediatez tratándose de los casos de mercancías de difícil identificación y la 
verificación de mercancías en transporte, levantándose al momento de tener conocimiento de alguna irregularidad el acta en 
la que hicieran notar las circunstancias de modo, tiempo y lugar, en las que sucedían los hechos, así como los requisitos 
establecidos en la ley, que permitieran al gobernado saber que el acto de molestia cumplía con todos los requisitos 
constitucionales; entre otros, facultades y competencia de los funcionarios que lo generaban, así como la fundamentación y 
motivación de la orden de verificación y demás requisitos legales, y proceder en su caso, a remitirlas al recinto fiscal, en 
donde, a la brevedad posible y justificable, procederían a la inspección correspondiente, de cuyo resultado dependería la 
actuación de la autoridad en términos de lo dispuesto en los artículos 150 a 153 de la Ley Aduanera. Lo anterior, resulta 
orientador para afirmar, que si un agente del Ministerio Público de la Federación pone a disposición de la autoridad aduanera 
mercancía de procedencia extranjera, porque el conductor no contaba con la documentación que justificara su legal 
importación a México, la autoridad debe notificar al interesado la correspondiente orden de verificación e iniciar el 
procedimiento administrativo en materia aduanera, desde el momento en que cuente con los elementos para ejercer sus 
facultades de comprobación, pues si lo hace con posterioridad, viola el principio de inmediatez. 
 

13. LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1096 
DERECHO DE TRÁMITE ADUANERO. DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 89 DE LA LEY ADUANERA Y 122 DE SU 
REGLAMENTO SÓLO ESTÁ PREVISTA LA COMPENSACIÓN DEL.- El artículo 89 de la Ley Aduanera prevé que los datos 
contenidos en el pedimento son definitivos y sólo podrán modificarse mediante la rectificación a dicho pedimento, siempre y 
cuando no se modifiquen las unidades de medidas previstas en las leyes de los impuestos generales de importación, el 
número de piezas, volumen, los demás datos que permitan la cuantificación de las mercancías, la descripción, naturaleza, 
estados, cualidades de las mismas, datos que determinen su origen, el Registro Federal de Contribuyentes del exportador o 
importador, el régimen aduanero al que estén destinados los bienes y el número de candados oficiales cuando se utilicen en 
los medios de transporte que contengan las mercancías; asimismo, se pueden rectificar los pedimentos el número de veces 
que se necesite, siempre que se realice antes de activar el mecanismo de selección automatizado, ya que una vez activado, 
sólo se podrá rectificar hasta en dos ocasiones, cuando tal rectificación origine un saldo a favor o bien no exista saldo 
ninguno; por otro lado, el numeral 122 del Reglamento de la Ley Aduanera indica que en el caso previsto en el artículo 89 de 
la Ley Aduanera, los importadores y exportadores que tengan cantidades a su favor derivadas del pago del derecho de 
trámite aduanero podrán compensarlas contra las que estén obligados a pagar del mismo derecho; en ese sentido, de 
conformidad con las disposiciones antes precisadas la devolución del derecho de trámite aduanero originado por la 
rectificación de los pedimentos de importación una vez que se acreditó el origen de las mercancías no está prevista, pues 
sólo es procedente la compensación contra el mismo derecho. 
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14. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-8ME-19  
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA, CONFORME AL MECANISMO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, RESULTA ILEGAL LA QUE REALICE LA AUTORIDAD FISCAL, CUANDO CONOCE FEHACIENTEMENTE 
LA CANTIDAD A LA QUE LE ES APLICABLE LA TASA O CUOTA RESPECTIVA.- El artículo 41, del Código Fiscal de la Federación, 
en sus fracciones I y II, prevé que cuando las personas obligadas a presentar declaraciones, no lo hagan dentro de los plazos 
señalados, las autoridades fiscales exigirán la presentación del documento respectivo ante las oficinas correspondientes, 
imponiendo la multa que corresponda en términos del citado Código Tributario, y deberán requerir hasta en tres ocasiones la 
presentación del documento omitido otorgando al contribuyente un plazo de quince días para el cumplimiento de cada 
requerimiento, si no se atienden los requerimientos se impondrán las multas correspondientes, y después del tercer 
requerimiento respecto de una declaración de la que la autoridad conozca de manera fehaciente la cantidad a la que le es 
aplicable la tasa o cuota respectiva, podrá hacer efectiva al contribuyente, una cantidad igual a la contribución que a este 
corresponda determinar, sin que en tal caso el pago de las contribuciones determinadas libere a los obligados de presentar la 
declaración omitida. Por tanto, si la autoridad fiscalizadora conoció que durante cierto ejercicio fiscal la actora tuvo ingresos 
por los que omitió el pago del impuesto sobre la renta correspondiente, resulta legal que dicha autoridad haya procedido a 
instaurarle al contribuyente el procedimiento previsto en el artículo 41, fracciones I y II, del Código Fiscal de la Federación, 
esto es, le haya requerido en tres ocasiones que efectuara la declaración del impuesto sobre la renta, lo cual incumplió; y 
toda vez que la autoridad conoce de manera fehaciente la cantidad que debe pagar el contribuyente por concepto del citado 
impuesto, resulta legal la determinación de la liquidación correspondiente, conforme al procedimiento en cuestión, pues este 
tiene como finalidad desmotivar el incumplimiento del contribuyente, obligándolo a tributar mediante una determinación 
presuntiva, sin la cual no aportaría contribución alguna, además de que el contribuyente al presentar su declaración puede 
desvirtuar tal presunción, pues al autodeterminarse se tendrá la certeza de si el impuesto adeudado es mayor o menor, por 
tanto, no queda en estado de indefensión. 

 
15. LEY ADUANERA 

VII-CASR-8ME-20  
RESARCIMIENTO ECONÓMICO, Y MERCANCÍA QUE QUEDA EN GARANTÍA DEL INTERÉS FISCAL.- Conforme al artículo 157, 
tercer párrafo de la Ley Aduanera, cuando la autoridad aduanera, le comunique al particular que la mercancía que le fue 
embargada en el procedimiento administrativo en materia aduanera, fue enajenada bajo el procedimiento de subasta 
electrónica, y que por ello se encuentra imposibilitada para la entrega de dicha mercancía, el particular tiene el derecho para 
solicitar el resarcimiento económico, no por lo que hace a la mercancía que no es materia del citado resarcimiento, sino por 
la garantía del interés fiscal, a cargo del demandante, respecto de la cual lo que procede es que se le ponga a su disposición 
la mercancía retenida en garantía, dentro de un término razonable, indicándole el lugar preciso donde se encuentra, pues 
únicamente queda como garantía del interés fiscal, para el caso de que obtuviera resolución desfavorable. 

 
16. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-CASR-CEI-5  
EMBARGO, INMOVILIZACIÓN DE CUENTA BANCARIA Y TRANSFERENCIA DE SUS FONDOS.- CUANDO SE EFECTÚA RESPECTO 
DE DEPÓSITOS EFECTUADOS EN LA CUENTA DEL DEMANDANTE POR CONCEPTO DE SUELDOS Y SALARIOS, RESULTA ILEGAL 
POR HABERSE REALIZADO SOBRE BIENES INEMBARGABLES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 157, FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Si bien pueden ser objeto de embargo e inmovilización los depósitos bancarios para hacer 
efectivos los créditos fiscales firmes a cargo de los contribuyentes, la autoridad fiscal debe prever que existen en la ley 
excepciones para proceder a esos actos como es el caso previsto en el artículo 157, fracción X, del Código Fiscal de la 
Federación, que establece que quedan exceptuados de embargo, los sueldos y salarios, por lo que aun cuando el pago del 
sueldo o salario del demandante se efectúe a través de depósitos bancarios, estos no pierden su origen y naturaleza y por 
ello, la autoridad exactora debe entender que son inembargables resultando ilegal tanto el embargo, la inmovilización de la 
cuenta bancaria y la transferencia de sus fondos, pues se está en el caso de excepción a la regla general. 

 
17. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 

VII-CASR-11ME-1 
VALOR AGREGADO. LA EXENCIÓN DEL IMPUESTO POR LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE BIENES 
INMUEBLES DESTINADOS A LA CASA HABITACIÓN, OPERA SIN NECESIDAD DE QUE DE FORMA CONEXA SE ENAJENEN LOS 
MISMOS.- De la interpretación de los artículos 9°, fracción II, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y 29 de su 
Reglamento, se advierte que la exención contenida en el primero de esos numerales, se hace extensiva a la prestación de los 
servicios de construcción de inmuebles destinados a casa habitación, ampliación de esta, así como la instalación de casas 
prefabricadas que sean utilizadas para este fin, siempre que el prestador del servicio otorgue la mano de obra y materiales; 
con absoluta independencia de si quien enajena las casas habitación subcontrata el servicio, o presta servicios de 
construcción de manera conexa a la enajenación de casa habitación. Ello es así, si tomamos como referencia el artículo 1º de 
la ley en estudio, que establece como dos supuestos distintos, uno de otro como actos causantes del pago del impuesto al 
valor agregado “la enajenación de bienes” y “la prestación de servicios independientes”, pues al considerar la ley como 
independiente cada uno de dichos actos causantes del pago del impuesto, no podemos ver en sentido distinto, es decir, 
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como un conjunto o complemento, los supuestos de exención del pago del referido impuesto previstos en los numerales en 
comento. 

 
18. REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 

VII-CASR-OR-14 
UNIDADES ADMINISTRATIVAS DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. ES INNECESARIA LA INVOCACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 1, 2 Y 3 DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA COMO FUNDAMENTO DE 
SU COMPETENCIA MATERIAL.- El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que para 
cumplir con la garantía de fundamentación es necesario que la autoridad precise su competencia por razón de materia y 
territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida; sin embargo dentro de tal 
obligación no se encuentra la de citar aquellos dispositivos que prevean que el Servicio de Administración Tributaria es un 
órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el carácter de autoridad fiscal (artículo 1 del 
Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria), que dicho órgano tiene la responsabilidad de aplicar la 
legislación fiscal y aduanera (artículo 2 del mencionado ordenamiento) y menos aún aquel que contempla que el Servicio de 
Administración Tributaria gozará de autonomía de gestión y presupuestal para la consecución de su objeto y de autonomía 
técnica para dictar sus resoluciones (artículo 3 del aludido reglamento). Por consiguiente la falta de cita de tales preceptos 
legales en una resolución administrativa no le causa agravio alguno al gobernado, al no contener ni la competencia material 
ni la territorial de las unidades administrativas del Servicio de Administración Tributaria, como pudiera ser la Administración 
Central de Fiscalización Estratégica. 
 

19. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
VII-CASR-OR-16 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. NO PROCEDE SU ACREDITAMIENTO CUANDO LA ADQUISICIÓN DE BIENES O SERVICIOS 
SON PAGADOS CON ALGÚN SUBSIDIO O APOYO DEL GOBIERNO FEDERAL.- El artículo 5 primer párrafo, fracción V, inciso B 
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente en 2010, establece que cuando el impuesto al valor agregado trasladado o 
pagado en la importación, corresponda a erogaciones por la adquisición de bienes distintos a las inversiones, por la 
adquisición de servicios o por el uso o goce temporal de bienes, que se utilicen exclusivamente para realizar las actividades 
por las que no se deba pagar el impuesto al valor agregado, dicho impuesto no será acreditable; por tanto, cuando la 
erogación que se realiza por parte de una empresa para la adquisición de bienes está pagada con recursos provenientes de 
algún subsidio o apoyo del Gobierno Federal, como sería, un Fideicomiso de Riesgo Compartido (FIRCO), y no por una fuente 
distinta, el impuesto al valor agregado no es acreditable, puesto que los subsidios o apoyos del Gobierno Federal no son 
objeto de la Ley del Impuesto al Valor Agregado 
 

20. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-GO-9 
COMPENSACIÓN DE OFICIO. LA AUTORIDAD NO ESTÁ OBLIGADA A REALIZARLA CUANDO LIQUIDA UN CRÉDITO FISCAL.- No 
obstante, que con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, la autoridad observe que la contribuyente tiene 
un saldo a favor pendiente de aplicar, al emitir la liquidación respectiva no puede llevar a cabo una compensación de o! cio 
pues el crédito determinado a la actora aún no se encuentra firme dado que la liquidación respectiva es susceptible de ser 
impugnada y el artículo 23 del Código Fiscal de la Federación, claramente dispone que las autoridades fiscales pueden 
compensar de oficio las cantidades que los contribuyentes tienen derecho a recibir de aquellas por cualquier concepto, 
contra adeudos propios o por retenciones a terceros, cuando estos hayan quedado firmes por cualquier causa. 

 
21. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-CASR-GO-10 
PRUEBA PERICIAL CONTABLE. NO DEBE TOMARSE EN CONSIDERACIÓN CUANDO VERSA SOBRE DOCUMENTACIÓN NO 
OFRECIDA EN LA FASE ADMINISTRATIVA.- El principio de litis abierta derivado del artículo 1o. de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo cobra aplicación únicamente cuando la resolución dictada en un procedimiento 
administrativo se impugna a través del recurso administrativo procedente, antes de acudir ante el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, y se traduce en la posibilidad para el actor de formular conceptos de impugnación no expresados en 
el recurso. Sin embargo, tal prerrogativa no implica la posibilidad de exhibir en juicio medios de prueba que, conforme a la 
ley, debieron presentarse en el procedimiento administrativo de origen para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos 
por la autoridad administrativa o en todo caso, al interponer el recurso administrativo respectivo, estando en posibilidad 
legal de hacerlo. En concordancia con lo anterior, si la prueba pericial contable ofrecida por la actora se desahogó 
precisamente con base en la documentación contable de la hoy enjuiciante no exhibida durante el procedimiento de 
fiscalización ni al interponer el recurso de revocación, resulta evidente que dicha prueba no puede ser tomada en 
consideración pues los dictámenes formulados por los peritos constituyen el resultado de la revisión que estos hicieron de la 
contabilidad de la actora y por tanto la valoración de la prueba en el juicio implicaría el análisis de documentos (contabilidad) 
sobre los que la autoridad fiscalizadora no tuvo la oportunidad de pronunciarse en virtud de que la actora no los ofreció 
como prueba durante el procedimiento de fiscalización o al interponer su recurso de revocación. 
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22. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-PE-12  
SUSPENSIÓN DEL PLAZO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 46-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PARA LA CONCLUSIÓN 
DE LA VISITA DOMICILIARIA O LA REVISIÓN DE LA CONTABILIDAD DEL CONTRIBUYENTE. EN TRATÁNDOSE DE UNA VISITA 
DOMICILIARIA, TERMINA AUN CUANDO SE CONTESTEN EN FORMA VERBAL LOS REQUERIMIENTOS DE DATOS, INFORMES 
O DOCUMENTOS, FORMULADOS EN EL DESARROLLO DE LA MISMA.- El artículo 46-A, fracción IV del Código Fiscal de la 
Federación, dispone que los plazos para concluir, las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete a que se refiere su 
primer párrafo, se suspenderán, cuando el contribuyente no atienda el requerimiento, durante el período que transcurra 
entre el día del vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento y hasta el día en que conteste o atienda el 
requerimiento. Del proceso legislativo del proyecto de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del 
Código Fiscal de la Federación, entre ellas el artículo referido, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de junio de 
2006, se desprende que la voluntad del legislador fue que: “La suspensión termina cuando el contribuyente atiende el 
requerimiento o simplemente conteste el mismo aun sin proporcionar la información solicitada”. Del mismo dispositivo legal 
puede apreciarse que no dispone de qué manera deba ser la contestación o atención al requerimiento a que se contrae dicho 
numeral, lo que tiene su razón de ser, en virtud de que las visitas domiciliarias y las revisiones de gabinete, no se desarrollan 
de la misma manera, pues en las primeras existe flagrancia, pues se requiere y el contribuyente atiende o no en ese preciso 
momento, mientras que en las segundas, esto es, en las revisiones de gabinete sí se genera la posibilidad de que el 
contribuyente desahogue por escrito exponiendo el porqué exhibe o no la información y/o documentación requerida. Por lo 
que, si durante el desarrollo de la visita, durante el levantamiento de un acta parcial la visitadora de la autoridad 
fiscalizadora, hace constar que la contribuyente visitada no dio cumplimiento al requerimiento de la información y 
documentación solicitada mediante diversa acta parcial, procediendo a requerir a la persona que atiende la diligencia, la 
exhibición de la información y documentación antes requerida, ocurriendo que esta persona manifiesta de manera verbal las 
razones y motivos por los cuales no puede exhibirlas, es inconcuso que con ello termina la suspensión que en su momento se 
había dado ante el incumplimiento al requerimiento previo, toda vez que el contribuyente cumplió con la hipótesis prevista 
en el artículo 46-A, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación. 

 
23. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-CASR-PE-13  
VISITA DOMICILIARIA. ES VÁLIDO Y LEGAL QUE LOS REQUERIMIENTOS DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS, 
FORMULADOS EN EL DESARROLLO DE LA MISMA, SE CONTESTEN DE MANERA VERBAL.- Del proceso legislativo del proyecto 
de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Fiscal de la Federación, entre ellas el artículo 
46-A del Código Fiscal de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de junio de 2006, en tratándose 
de la suspensión del plazo máximo para la conclusión de las visitas domiciliarias y revisiones de contabilidad de los 
contribuyentes, se desprende que la voluntad del legislador fue que: “La suspensión termina cuando el contribuyente 
atiende el requerimiento o simplemente conteste el mismo aun sin proporcionar la información solicitada”. Ahora bien, el 
dispositivo legal en cita, no dispone de qué manera deba ser la contestación o atención al requerimiento a que se contrae, lo 
que tiene su razón de ser, en virtud de que las visitas domiciliarias y las revisiones de gabinete, no se desarrollan de la misma 
manera, pues en las primeras existe flagrancia, pues se requiere y el contribuyente atiende o no en ese preciso momento, 
mientras que en las segundas, esto es, en las revisiones de gabinete sí se genera la posibilidad de que el contribuyente 
desahogue por escrito exponiendo el porqué exhibe o no la información y/o documentación requerida; por lo que, si en una 
visita domiciliaria existe flagrancia, se entiende que los requerimientos formulados durante su desarrollo, válidamente 
pueden atenderse o contestarse de manera verbal. 

 
24. LEY FEDERAL DE DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE 

VII-CASA-III-43  
CONTADOR PÚBLICO DICTAMINADOR DE ESTADOS FINANCIEROS. NO APLICA EN SU FAVOR EL DOBLE DEL PLAZO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 23, DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE.- Del estudio relacionado a los artículos 1º, y 
23, de la Ley Federal de Derechos del Contribuyente, se desprende que, el primero se refiere, a que dicho Ordenamiento, 
tiene por objeto regular los derechos y garantías básicos de los contribuyentes en sus relaciones con las autoridades fiscales 
y, por otra parte, el segundo numeral reconoce, entre otros derechos, al universo de contribuyentes, el relativo a que, en la 
notificación de los actos que puedan ser objeto de impugnación, se les indique el recurso o medio de defensa procedente, el 
plazo para su interposición y el órgano ante el que debe formularse, so pena de que, cuando en la resolución administrativa 
se omita el señalamiento de referencia, los contribuyentes contarán con el doble del plazo que establezcan las disposiciones 
legales para interponer el recurso administrativo o el juicio contencioso administrativo. Pero es importante establecer que el 
beneficio en estudio, se constituye en estricto y limitado sentido, para el género relativo de los contribuyentes, esto es, no 
constituye un beneficio general sino particular, para aquel ente del cual de forma expresa dispuso el legislador el referido 
beneficio, esto es, para el contribuyente. Bajo esta precisión, debemos establecer, que cuando en ejercicio de sus funciones, 
el Servicio de Administración Tributaria, a través de sus unidades administrativas, emite resolución sancionando al Contador 
Público Dictaminador, por emitir dictámenes de estados financieros, este proceder evidentemente no tiene como origen una 
relación de contribuyente-autoridad fiscal, pues si bien, tiene una relación con la autoridad fiscal, esta no lo es, en su carácter 
de contribuyente, es decir, derivada de una relación tributaria entre el Fisco Federal y el sujeto obligado a la contribución 
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pública, sino de su actividad profesional como Contador Público Dictaminador, de allí que, no le sea aplicable en su beneficio 
el texto de las disposiciones de la Ley Federal de Derechos del Contribuyente, en este caso, del pretendido artículo 23. 
 
 

25. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
VII-CASA-III-44 
COMPLEMENTOS Y SUPLEMENTOS ALIMENTICIOS.- AL TRATARSE DE SINÓNIMOS, NO LES SON APLICABLES EL BENEFICIO 
DE LA TASA DEL 0% QUE CONTEMPLA EL ARTÍCULO 2-A, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO.- Partiendo de la premisa de que el significado de las palabras complemento y suplemento definidas por el 
Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, las define como: “Complemento: 1. m. Cosa, cualidad o circunstancia 
que se añade a otra para hacerla íntegra o perfecta”. Y “Suplemento: 2. m. Cosa o accidente que se añade a otra cosa para 
hacerla íntegra o perfecta”, se desprende que ambos supuestos son elementos que sirven para completar, aumentar o 
reforzar una cosa en algún aspecto. Por lo tanto, si un gobernado se dedica al comercio de productos naturistas y de 
complementos alimenticios, debe de considerarse que el término “complemento” no viene a ser más que un “suplemento” 
alimenticio, y no alimento propiamente, y si señala en su agravio que se dedica al comercio de “complementos alimenticios” 
y no de “suplementos”, no procede la devolución del saldo a favor que se haya generado con motivo del acreditamiento del 
impuesto al valor agregado, toda vez que el artículo 2-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 
establece que el impuesto se calculará aplicando la tasa del 0% a los valores a que se refiere la invocada ley, cuando se 
realicen los actos o actividades correspondientes a productos destinados a la alimentación propiamente y no otros 
semejantes. En este sentido si lo que pretende enajenar son “suplementos alimenticios”, o bien, “complementos 
alimenticios” los cuales según las características, independientemente de su valor nutricional, tienen la misma función de 
ayudar a aliviar, prevenir, reducir e inhibir diversas enfermedades, y con propiedades fungicidas, desinfectantes, cicatrizantes, 
antisépticas, desinflamatorias, entre otras, es evidente que no son productos que se encuentren única y exclusivamente para 
la alimentación, pues como se ha narrado, tienen otras características intrínsecas. 
 

26. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASA-III-45 
REMANENTE DEL BIEN REMATADO POR EL FISCO REGULADO POR EL ARTÍCULO 196 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, PARA NEGARLO.- 
El artículo 196 del Código Fiscal de la Federación, vigente en el 2013, regula que cuando existan excedentes del producto 
obtenido del remate o adjudicación de los bienes al fisco federal, después de haberse cubierto el crédito, se entregarán al 
deudor, salvo que medie orden de autoridad competente, o que el propio deudor acepte por escrito que se haga la entrega 
total o parcial del saldo a un tercero; por lo tanto, si una autoridad niega a un gobernado la devolución del remanente, 
después de haberse cubierto el crédito fiscal, sin que medie orden de autoridad competente, ni que el propio deudor haya 
aceptado por escrito que se haga la entrega total o parcial del saldo a un tercero, es ilegal que la autoridad niegue el 
remanente, aplicando supletoriamente los artículos 478 y 500 del Código Federal de Procedimientos Civiles, pues dichos 
numerales no eran aplicables supletoriamente, toda vez que la figura jurídica del excedente en el producto de la venta de un 
bien, tratándose de créditos fiscales, está ampliamente regulado en el artículo 196 del código en cita.  

 
27. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-CASA-V-56  
MULTA IMPUESTA POR NO HABER PRESENTADO LA INFORMACIÓN DE OPERACIONES CON TERCEROS A TRAVÉS DE MEDIOS 
ELECTRÓNICOS A REQUERIMIENTO DE AUTORIDAD. ESTA NO SE ENCUENTRA OBLIGADA A CITAR EL PRECEPTO LEGAL QUE 
PREVÉ DICHA OBLIGACIÓN.- De conformidad con el artículo 16 constitucional todo acto de autoridad debe estar fundado, 
esto es, expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso concreto; luego entonces, si la autoridad demandada 
impuso una multa al contribuyente por no cumplir con un requerimiento por medio del cual le solicitó la presentación de la 
información de operaciones con terceros a través de medios electrónicos, es evidente que no está obligada a citar en el 
cuerpo de la multa, el precepto legal que prevé dicha obligación, pues fue en el requerimiento que le formuló, que la 
autoridad le indicó dicho dispositivo legal, y por lo tanto, el hecho de que no lo haya señalado en el cuerpo de la multa no 
deja en estado de indefensión al contribuyente. 
 

28. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
VII-CASA-V-57 
PERSONAS MORALES CON FINES NO LUCRATIVOS. LOS SINDICATOS DE OBREROS SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A 
ACREDITAR QUIÉNES SON SUS AGREMIADOS, PARA EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA.- En términos del último 
párrafo del artículo 93 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, lo que constituye para un sindicato un ingreso acumulable, es el 
obtenido por la prestación de servicios a personas distintas de sus miembros o socios. En ese sentido, a fin de acreditar que 
las actividades que realizó en un ejercicio fiscal no constituyen actos de comercio, el sindicato se encuentra obligado a probar 
que los ingresos que obtuvo de diversos contribuyentes corresponden a los egresos que efectuó para sus agremiados, para lo 
cual es necesario que exhiba la prueba documental idónea de la que se desprenda quiénes fueron sus agremiados en ese 
ejercicio fiscal. 
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29. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASA-V-61 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. ES INNECESARIO QUE SE CITE COMO PARTE DE SU FUNDAMENTACIÓN EL ARTÍCULO 10 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Si bien es cierto que tal numeral hace referencia al lugar que debe considerarse 
como domicilio fiscal de los contribuyentes, también lo es que resulta innecesaria su cita dentro de la orden de visita 
domiciliaria cuando esta se funda en los artículos 38, 42, fracción III, 43, fracción I, 44 y 45 del Código Fiscal de la Federación, 
pues de dichas disposiciones se desprende que el acto de molestia se llevará a cabo invariablemente en el domicilio fiscal del 
contribuyente. Por ello, es suficiente que en la orden de visita domiciliaria se señale el lugar en donde ha de practicarse la 
visita, para entender que corresponde al domicilio fiscal del contribuyente, salvo prueba en contrario. 

 
 
 
 

 


